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En la ciudad de Necochea, a los  15 días del mes de noviembre de dos mil doce, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, en acuerdo ordinario a efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “Luque, Claudia Andrea c/Ferreiro, José Antonio y otros s/daños y perjuicios” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial, resultó del mismo que el orden de votación debía ser el siguiente: Señores Jueces Doctores Humberto Armando Garate, Fabián Marcelo Loiza y Oscar Alfredo Capalbo, encontrándose de licencia el Dr. Capalbo al momento de la firma del acuerdo.



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 



1a.- ¿Es justa la sentencia de fs. 125/126vta?.



2a.- ¿Es justa la regulación de honorarios practicada en la sentencia de fs. 125/126vta.?.



3ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde?. 



A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



I.- Antecedentes. 



A fs. 125/126vta., el Sr. Juez en lo Civil y Comercial, Dr. Jorge Daniel Balbi resolvió 1) Hacer lugar a la excepción de prescripción opuesta por los demandados José Antonio Ferreiro, María Cristina Muttio y de la citada en garantía Caja de Seguros S.A. (art. 4037 del C.C.); 2) Rechazar la presente  demanda de daños y perjuicios; 3) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad formulado por la actora; 4) Imponer las costas a la parte actora vencida; 5) Regular los honorarios del Dr. Tomás Fuentes Benítez, patrocinante de la actora, en la suma de PESOS SIETE MIL ($ 7.000.-) y los de la Dra. María del Carmen Bellomo, en su carácter de apoderada de los demandados y la citada en garantía, en la suma de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000.-) con más del 10% adicional (arts. 1, 14,16, 21, 23 y 54 ley 8904).



Para así decidir valoró esencialmente la fecha de promoción de la demanda -4/11/2010- y del accidente -4/6/2008- causa de la pretensión esgrimida, entendiendo aplicable la normativa civil a la excepción de prescripción articulada (f. 105vta.).   



Seguidamente, la Sra. Claudia Andrea Luque por “derecho propio” y con el patrocinio letrado del Dr. Tomás Fuentes Benítez, interpone recurso de apelación contra la señalada sentencia (f. 128). Al mismo tiempo, la presentante apela la regulación de honorarios practicada por entenderlos “elevados” (f. 127).



Concedida tal impugnación en forma “libre” (f. 131), se eleva la causa a esta instancia donde se expresan agravios (fs. 144/154) siendo refutados a fs. 158/160.   

     II.- Agravios.



La impugnante cuestiona tres aspectos del decisorio; ellos son el progreso de la excepción de prescripción, el rechazo del planteo de inconstitucionalidad y la atribución de costas dispuesta.



Respecto al primer punto cuestiona la conclusión del a-quo que estima inaplicable el estatuto del consumidor. Aduce que la vinculación que une a los integrantes de la litis es una “relación de consumo”, más allá que en el accidente de tránsito no haya intervenido una empresa comercial. 



Describiendo los partícipes del proceso, argumenta que tal concepto es superador y se encuentra receptado en el art. 42 de la C.N. y 38 de Const. Prov., comprendiendo un universo más amplio que los contratos del consumo que incluye las relaciones extracontractuales –citando doctrina especializada-. Prosigue su argumento, entendiéndose alcanzado por el concepto de “consumidor expuesto” previsto en el art. 1 de la ley 24.240 y del cual estima surge su legitimación.



Más tarde, indica que tales concepciones surgen de la debilidad que asiste al consumidor en sus relaciones, afirmando que la aseguradora citada es una “proveedora” (art. 2 de Ley 24.240) siendo la “víctima” del siniestro un consumidor atento el hondo contenido social que caracteriza a los seguros de responsabilidad civil; contrato que además resulta obligatorio (art. 68 de ley 24.449) y tiene por fin principal beneficiar a las víctimas de accidentes de tránsito. Sobre esas premisas asegura que es “consumidor” quien reviste carácter de destinatario final de bienes y servicios pudiendo decirse que en la órbita extracontractual, se ampara al “consumidor final fáctico”.     



En ese entendimiento el recurrente sostiene que tal concepción implica aceptar el “orden público” de la materia consumeril. Citando jurisprudencia sostiene la vigencia de los principio favor debilis e in dubio pro  consumidor, eliminándose la distinción entre órbita  contractual o extracontractual, la responsabilidad civil se objetiviza siendo la prescripción más amplia y extensiva.



Puntualmente, en materia de prescripción –el presentante- entiende aplicable el art. 50 de ley 24.240. Sobre diversos fallos y doctrina, argumenta que la norma citada prevalece sobre diversas normas específicas como el art. 58 de la ley de seguros o el art. 855 del Código de Comercio.      



En el segundo agravio cuestiona el rechazo de la inconstitucionalidad alegada. El planteo de la cuestión constitucional del art. 4037 del C.C., en tanto prevé un plazo de prescripción menor al estipulado por la normativa consumeril, puede practicarse -en la óptica del recurrente- siempre que el interesado pueda desarrollar sus argumentos. Sobre la base que la excepción de prescripción opera a pedido de parte, el presentante estima que recién luego de la invocación del demandado él pudo alegar la mentada inconstitucionalidad normativa siendo esa la “primera oportunidad” dentro del proceso; de lo contrario –concluye- se vulneraría sus garantías constitucionales.



Por último, critica la imposición de costas entendiendo que debe revocarse el decisorio de grado, sostiene que aquéllas deben imponerse al demandado por su calidad de vencido.  

     III.- Decisión.

     La sentencia debe confirmarse.

     A. Debemos recordar que la prescripción liberatoria es una consecuencia de la inactividad de las partes, que hace presumir que la relación jurídica que las unía se ha extinguido, o que han perdido interés en hacerla valer.



Por ello, el supuesto jurídico de la prescripción se integra, además del transcurso del tiempo, por un acto voluntario del titular del derecho que se manifiesta en una conducta omisiva (inacción). La inactividad del acreedor -como acto voluntario lícito- (art. 898 C.C.) está sometida a los principios que regulan esta clase de hechos jurídicos, en especial los que rigen los vicios de la voluntad (arts. 897, 900, 921, 922 y concs. del Código Civil), por lo que sólo puede imputársele a su autor responsabilizándolo por los efectos que acarrea, si el mismo fue realizado voluntariamente, lo que supone intención y libertad (SCBA, Ac. 63359, Sent. del 10/3/1998).



B. Del examen de los hechos surge que el accidente denunciado –colisión entre un automotor y una motocicleta- ocurrió el día 4/6/2008 según se relata a f. 32 interponiéndose la demanda por daños el día 10/11/2010 (ver sello de receptoria a f. 42). Ante tal circunstancia, la apoderada de los demandados Sres. Ferreiro y Muttio contesta tal pretensión oponiendo la excepción de prescripción (f. 105), pues entiende extinguido el plazo previsto por el art. 4037 del código civil. Seguidamente, la Compañía aseguradora –citada en garantía- adhiere a tal presentación (f. 117). 



Dado el traslado de tal defensa; la actora cuestiona la normativa aplicable, sin aludir a hechos o actos suspensivos que, de algún modo, interrumpan el transcurso del período de prescripción, estimando aplicable la prescripción trianual que edicta el art. 50 de la ley 24.240 (fs. 119/123). 



C. Bajo esos antecedentes, estimo que la víctima del siniestro –hoy recurrente- no se encuentra “expuesta” en los términos aducidos.



El artículo primero, en su último párrafo, de la ley 24.240 modificado por la ley 26.361 prevé: "…considera asimismo consumidor o usuario a quien, sin ser parte de una relación de consumo […], de cualquier manera está expuesto a una relación de consumo". 



Más allá de la “textura abierta” de tal formulación, lo cierto es que del análisis de las fuentes normativas utilizadas para redactar la prescripción normativa nítidamente se percibe el alcance que tal terminología persigue. 



Como bien explica el Dr. Atilio Alterini, “…el bystander fue incluido entre los legitimados activos por el daño resultante de un producto elaborado por la ley brasileña (art. 17) y por la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas 85/374/CEE del 25 de julio de 1985 sobre responsabilidad civil derivada de productos defectuosos (arts. 1 y 9). Del sexto considerando de esta Directiva resulta que "para proteger la integridad física y los bienes del consumidor, el carácter defectuoso del producto debe determinarse no por su falta de aptitud para el uso sino por no cumplir las condiciones de seguridad a que tiene derecho el gran público…" (conf. Alterini, Atilio A. en “Las reformas a la ley de defensa del consumidor…” en  La Ley 2008-B, 1239; Sup. Esp. Reforma de la Ley de defensa del consumidor 01/01/2008, 3) (el subrayado me pertenece).   



Es decir, la inclusión del último del párrafo de la citada norma tuvo en miras situaciones distintas a las que pretende amparar la recurrente en su argumentación. Puesto que, evidentemente la formulación persiguió tutelar a quienes, de un modo u otro, se encuentren expuestos a la comercialización o circulación de productos elaborados viéndose resguardado su seguridad –art. 5 Ley 24.240- en el consumo de esa clase de productos.  



No puede olvidarse que “…toda norma se dicta con un propósito determinado, que el intérprete debe tenerlo en cuenta para que ese fin se cumpla” (conf. Borda, Guillermo “Reglas prácticas sobre interpretación de la ley civil”, en La Ley T. 64, Secc. Doctrina pág. 839). Pues, como advierte la Casación provincial, “…es propio de la tarea del intérprete indagar el verdadero sentido o alcance de la ley mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, que no debe ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal que dificulten la consecución de los fines perseguidos por la norma” (SCBA, Ac. 88092, Sent. del 2/3/2005, del voto del Dr. Hitters).



D. Asimismo, la causa del daño que se busca resarcir es un ilícito de fuente extracontractual, más precisamente un accidente de tránsito, que no tuvo su origen u ocasión en la aludida relación de consumo entre los demandados y la citada en garantía.



En efecto, la situación del recurrente es diferente a la del asegurado, pues el seguro de responsabilidad civil busca primordialmente mantener incólume el patrimonio del contratante. 



De la propia definición del instituto –art. 109 Ley de Seguros- la figura del tercero aparece pero como un acreedor del asegurado de un débito de responsabilidad civil. Por ello, “el tercero no ostenta la condición de acreedor del asegurado, ni la de beneficiario de un contrato o estipulación celebrada en su favor” (SCBA; 5/11/85, in re “Morello…”, D.J. 1986-2-579). Para más la propia normativa de Defensa al Consumidor no alude, más allá de la referencia que postula el presentante, al seguro de responsabilidad civil previsto por la Ley 17.418.   



Entonces, “…si no es parte contractual, ni el texto legal tolera que se le extiendan los efectos del contrato celebrado entre asegurado y asegurador, va de suyo que el damnificado no puede invocarlo en su favor” (art. 1199 del C.C.) (conf. Stiglitz, Rubén y Stiglitz, Gabriel en “Seguro automotor obligatorio”, Edit. Abeledo-Perrot, pág. 29, año 1993).



Tal distinción permite asegurar que las relaciones entre quienes intervienen en el proceso exhiben diversas fuentes. Una nace del contrato de seguro y aprovecha al damnificado por expresa disposición legal. La otra sustenta la pretensión resarcitoria del tercero y nace de la ley.      



De allí, que la Suprema Corte de Buenos Aires (in re ‘Morera, Arturo c/Provincia de Buenos Aires’, sentencia del 15 de noviembre de 1994, publicada en JA 1995-III-630) expresamente dijo que, entre la Aseguradora y el tercero damnificado no media un nexo y que la citación prevista por la norma tiene por fin llamar al asegurador al juicio, para que cumpla con la prestación que debe, cual es la de mantener indemne a su asegurado.            A su vez, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en forma implícita, ha reconocido que no hay acción directa en contra de la compañía aseguradora, al indicar, en forma reiterada, que el art. 118 de la ley de seguros legitimó al actor ‘...para acumular a la pretensión deducida contra el responsable otro reclamo de idéntico objeto contra el asegurador’(Fallos, 315:698; 320:827; entre muchos otros) (este Tribunal, expte. 8733, Reg. int. 106 (S) 27/12/2011).

     Consecuencia lógica de tales premisas es, por ejemplo, que el alcance de la cobertura resulte infranqueable para el tercero damnificado (SCBA, C 94988, Sent. del 23/4/2008, este Tribunal expte. 77, Reg. int. 43 (S) del 30/04/2010). Es que, la unidad del sistema previsto en el artículo 118 de la ley de Seguros no admite injerencias extrañas.



Tales circunstancias demuestran la coherencia entre la interpretación que propicio y el resto de la normativa aplicable. 



No altera este razonamiento la circunstancia que el “seguro de responsabilidad civil” sea un recaudo indispensable de circulación -art. 48 inc. 4 Ley 11.430 y Ley 13927 que remite a la Ley 24.449, art. 68. Lo mismo prevé el Decreto Ley 40/07 en su art. 67 inc. C) y el art. 68 de dicha norma- pues, como otros requisitos de seguridad, importa una exigencia legislativa tendiente a minimizar los riesgos individuales y generales, atento los avances que la modernidad impone al grupo social.   



Desde el prisma consecuencialista la interpretación de la recurrente muestra grietas (SCBA, L 91006 S 26-8-2009; L 90843 S 17-9-2008, entre otros). Nótese, que desde esa perspectiva y de seguirse aquél razonamiento se llegaría al extremo que, si el siniestro sucediera con un rodado “prendado” para su adquisición, el damnificado estaría expuesto a la relación de consumo entre el adquirente-titular de aquél rodado y la entidad financiera, siendo ésta última –conforme la tesis de la recurrente- pasible de demanda por daños.  



Agrego otro elemento que también exhibe tal inconsistencia. Si a todo evento, entendiéramos aplicable al caso la norma del art. 50 del estatuto consumeril; desde la posición de los consumidores-asegurados, los Sres. Ferreiro y Muttio, (conf. este Tribunal expte. 8790, Reg. int. 81 (S) del 4/10/2012) el plazo prescriptivo más favorable a sus intereses es, paradójicamente, el que establece el art. 4037 del Código Civil. 



Ello porque la aludida norma prevé que “…Cuando por otras leyes generales o especiales se fijen plazos de prescripción distintos del establecido precedentemente se estará al más favorable para el consumidor o usuario” (art. 50 Ley 24.240); tal interpretación pondría en pugna a ambos consumidores –víctima y asegurado-, lo que innegablemente no pudo haber sido la intensión del legislador.      



F. Sentado lo anterior, remarco otras circunstancias que conspiran contra la postura de la recurrente. Así la ubicación metodológica de la norma que se pretende aplicar, inserta dentro de un capítulo destinado a reglar el procedimiento de denuncias, tiene evidentemente una finalidad instrumental o de forma. 



Tales déficit permiten “…un amplio abanico de interpretaciones, desde quienes sostienen que la norma solo alcanza a las sanciones administrativas por la ubicación metodológica de la norma hasta quienes piensan que se aplican a todas las cuestiones, tanto administrativas como las judiciales, y que extiende los plazos menores de prescripción al plazo previsto en el art. 50 de la LDC” (conf. Arias Cau, Esteban en “Reflexiones preeliminares en torno a la prescripción liberatoria del Consumo”, publicado en www.acadeer.org.ar). 



Incluso, de aceptarse la integración sustancial de la norma señalada, se plantean diferentes conflictos con los regimenes específicos de cada instituto dando lugar a diferentes posturas; desde aquellas amplísimas que tienden a elevar todos los plazos especiales por debajo del piso establecido en la normativa del consumidor (Esta postura autoral es seguida por Farina, Juan M., “Defensa…”., cit., p. 518.) pasando por las negatorias que omiten directamente la aplicación de dicha normativa o exigen un planteo expreso del interesado (CNCom. sala E, 08/08/2003 in re “Diners Club Argentina S.A.C. y T. c/Rivero, T.”, LA LEY 2003-F, 461) hasta unificadoras que postulan como solución considerar que el art. 50 de la LDC unifica la totalidad de los plazos de prescripción en 3 años, hallando su razón en los principios generales que rigen la institución de la prescripción liberatoria y en la naturaleza jurídica del Estatuto del Consumidor (conf. Ossola, Federico Alejandro, La prescripción..., cit., La Ley 2006-F, 1184-1203) (ver las diferentes posturas en la obra cit. anteriormente, puntualmente notas nº 118 a 125).   



G. Respecto a la inconstitucionalidad alegada también resulta inaudible por un doble orden de razones.



Primero, la oportunidad del planteo no es apta. Si bien, la prescripción no puede decretarse de oficio (art. 3964 del C.C.) debiendo oponerse “…al contestar la demanda o en la primera presentación que haga quien intente oponerla” (art. 3962 Cód. Civil).



Bajo esta última premisa y teniendo presente que la postura inveterada de la doctrina judicial es la aplicación del art. 4037 del C.C. al plazo prescriptivo en supuestos de responsabilidad extracontractual (SCBA, C 88599 S 3-3-2010; SCBA, Ac 87273 S 3-10-2007; SCBA, Ac 79822 S 26-9-2007; SCBA, Ac 88940 S 18-5-2005; entre muchas otras o de la Disuelta Cámara departamental in re “Ojeda,…”, expte. 7453 Reg. int. 55 (S) del 26/06/07 entre otros); el actor debió en su primera presentación (fs. 31/42) plantear el déficit constitucional que más tarde arguye.



Pero además, subrayó que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, de manera tal que debe ser considerada como "úlltima ratio" del orden jurídico a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro medio de salvaguardar un derecho o garantía amparado por la Constitución (SCBA, L 87778, Sent. del 8/2/2006). 



En esa senda, la recurrente ha omitido indicar, con precisión, de qué modo la disposición impugnada habría quebrantado los derechos, principios o garantías constitucionales cuya tutela se procura (f. 123), debiéndose en caso de deficiencia argumental rechazar el planteo (SCBA, B 60192, Sent. del 5/4/2006).



En efecto, el presentante realiza una alusión genérica (f. 123) sin cumplir la exigencia que impone al interesado demostrar acabadamente de qué manera la norma cuestionada contraría la Constitución causándole de ese modo un agravio. Pues, “…para que pueda ser atendido un planteo de tal índole, debe tener un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos que se apoyen en las probanzas de la causa…” (SCBA, P 63131, Sent. del 25/2/2004).



Asimismo y como propongo precedentemente, si no corresponde aplicar al caso el art. 50 de la Ley 24.240 resulta imposible el conflicto normativo descartándose, por lógica, la cuestión de constitucionalidad.  



H. Tales consideraciones me persuaden de la inaplicabilidad de la normativa consumeril al caso traído, debiendo computarse el plazo de la prescripción extintiva por el art. 4037 del Código Civil. Pues “…si se reclamó una indemnización fundada en la responsabilidad extracontractual de la accionada, el plazo de prescripción de la acción es el de dos años establecido en el art. 4037 del Código Civil” (SCBA; L 95030, sent. del 18/11/2008; Ac 87273, sent. 3/10/2007; Ac 64309, Sent. del 12/5/1998, entre otros).



En síntesis estimo que la sentencia de fs. 125/126vta. debe confirmarse (art. 4037 del C.C.), con costas a la recurrente vencida (art. 68 del CPCC).



En consecuencia, a la cuestión planteada voto por la AFIRMATIVA.


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



I.- Seguidamente, la actora Sra. Claudia Andrea Luque interpone recurso de apelación contra los honorarios regulados en la apelada sentencia por entenderlos “elevados” (f. 127).



II.- Ahora bien, no encontrando mérito para modificar la sentencia de fs. 125/126vta. en cuanto estima los honorarios de los letrados intervinientes en la suma de: PESOS SIETE MIL ($ 7.000.-) a favor del Dr. T.F.B., en su carácter de patrocinante de la parte actora; y PESOS DIEZ MIL ($ 10.000.-) a favor de la Dra. M.C.B., apoderada de los demandados, se la confirma arts. 14, 15, 16, 21, 23, 28, 54 y 57 Dec/Ley 8904).
    En consecuencia, a la cuestión planteada voto por la AFIRMATIVA.


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A LA TERCERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:


Corresponde confirmar la atacada sentencia de fs. 125/126vta, (art. 4037 del C.C.), con costas a la recurrente vencida (art. 68 del CPCC); II. Confirmar, asimismo, los honorarios regulados en la Instancia de grado en la suma de PESOS SIETE MIL ($ 7.000.-) al Dr. T.F.B. y en la suma de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000.-) a la Dra. M.C.B. Por los trabajos presentados y aquí resueltos, se regulan los honorarios del Dr. T.F.B. en la suma de PESOS MIL SETECIENTOS CINCUENTA ($ 1.750.-) y de la Dra. M.C.B., en la suma de PESOS DOS MIL QUINIENTOS ($ 2.500.-) (arts. 14, 15, 16, 21, 23, 28, 31, 54 y 57 Dec./Ley 8904). 


ASI LO VOTO.



A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea,      de noviembre de 2012.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, se confirma la atacada sentencia de fs. 125/126vta, (art. 4037 del C.C.), con costas a la recurrente vencida (art. 68 del CPCC); II. Se confirma, asimismo, los honorarios regulados en la Instancia de grado en la suma de PESOS SIETE MIL ($ 7.000.-) al Dr. T.F.B. y en la suma de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000.-) a la Dra. M.C.B.. Por los trabajos presentados y aquí resueltos, se fijan los honorarios del Dr. T.F.B. en la suma de PESOS MIL SETECIENTOS CINCUENTA ($ 1.750.-) y de la Dra. M.C.B., en la suma de PESOS DOS MIL QUINIENTOS ($ 2.500.-) (arts. 14, 15, 16, 21, 23, 28, 31, 54 y 57 Dec./Ley 8904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 CPCC). Téngase presente la Reserva del Caso Federal. Devuélvase (arts. 47/8 ley 5827).

 Dr. Fabián M. Loiza  



Dr. Humberto A. Garate            




 
Juez de Cámara                     


Juez de Cámara
                             Dra. Daniela M. Pierresteguy

                                         Secretaria
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